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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 661/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: ******************
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y LA INSPECTORA ADSCRITA A LA CITADA SECRETARÍA, RESPONSABLE DE LA APLICACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO.
TERCERO INTERESADO: “*********”.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a siete de abril de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 661/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de septiembre de dos mil veinte, compareció la C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución que determinó el pago con número de folio ********* ante la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, determinación que derivó del acta de retiro para vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio *********de*********, emitida por *********, en su calidad de Inspectora de la Secretaría de Comunicaciones y Trasportes del Estado de San Luis Potosí; resolución definitiva que la promovente manifiesto desconocer, negativa que se ubica en la hipótesis contenida en la fracción II del artículo 236 del Código Procesal Administrativo del Estado.

II.- Por acuerdo de diecinueve de octubre de dos mil veinte, previo cumplimiento al requerimiento formulado en auto de veintinueve de septiembre del mismo año, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas del día dos de marzo de dos mil veintiuno, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de infracciones a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí.  
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 057 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en la resolución impugnada que corre agregada a folio 057 de este expediente, se encuentra directamente dirigida a la C. *********, mediante la cual se le impone una multa equivalente a *********veces la Unidades de Medida y Actualización, por infracciones a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto impugnado, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de*********Encargado de Despacho de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, así como la C. *********, en su carácter de Inspectora adscrita a la citada Secretaría, autoridades demandadas en el presente juicio, acreditando el carácter con que comparecieron, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que les fue expedido, mismos que obran en autos a folios 047 y 049, respectivamente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 03 al 010 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR.

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

Por su parte, las autoridades demandadas si bien no aducen causal de improcedencia alguna, sí plantean a manera de excepción las consistentes en “Sin acción y sin derecho”, “Inaplicabilidad de los preceptos legales invocados” y “Falsedad”, argumentando sustancialmente que la resolución impugnada cumple con los requisitos establecidos en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que además la parte actora invoca preceptos no aplicables en la especie y altera la verdad de los acontecimientos que sustentan su demanda; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que las autoridades demandadas sustentan las excepciones que hacen valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de las citadas autoridades resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En atención el principio de mayor beneficio que rige en el dictado de las sentencias, consagrado en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del derecho fundamental de tutela judicial efectiva, esto es, el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, y en su aspecto ordinario en el cuarto párrafo del artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se procede a analizar los conceptos de nulidad planteados por la parte actora en su demanda que de resultar fundados implicarían un mayor beneficio al llevar a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, lo que generaría la consecuencia de eliminar totalmente los efectos del acto controvertido, sin posibilidad para la autoridad de que pueda emitir un nuevo acto.

Tiene aplicación a lo anterior, en lo conducente y por analogía, la tesis de Jurisprudencia P./J. 3/2005, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 179367 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXI, Febrero de 2005 

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 3/2005 

Página: 5 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.

En ese contexto, por su estrecha relación entre sí, se procede al estudio conjunto de la parte relativa del apartado denominado “HECHOS QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, así como de los conceptos de impugnación Tercero y Cuarto del escrito de demanda, en los que la actora sustancialmente sostiene lo siguiente:

“7 HECHOS QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA

…

El inspector dice que mi esposo estaba prestando un servicio de transporte, sin embargo, el inspector no aporta el nombre de la persona que según fue la pasajera y no tiene exactitud de los datos como el origen y destino del viaje, además desconoce si en realidad se solicitó un viaje y no indica la forma en que supuestamente se pidió el viaje, si fue por medio de un teléfono inteligente o en la vía pública, así como su forma de pago y la cantidad.

…

8 AGRAVIOS
…

TERCERO.- La sanción económica que se impone es carente de motivación y fundamentación respecto del acta de retiro de vehículo no concesionario/ no permisionario ********* en cuanto al precepto legal aplicable (…), en consecuencia, no se cumple con los requisitos enunciados en el artículo 164 fracción(sic) V, VI y VII y 165 fracción(sic) I y II del código procesal administrativo, toda vez que la sanción carece de adecuación entre la fundamentación y motivación (…).

Es menester señalar que de la redacción del acta de retiro de vehículo no se desprende las condiciones que adecuan con perfección la conducta de quien suscribe con la hipótesis normativa infringida (…).

(…) el inspector de la secretaria no manifiesta que el pasajero haya hecho uso de un teléfono inteligente o medios similares para la solicitud del servicio, y ni siquiera es capaz de acreditar que se realizó un traslado de punto “A” a punto “B”, así como tampoco advierte que se haya realizado un cobro especifico por el traslado, en ese orden de ideas se puede afirmar que el inspector no hace una adecuación de los motivos eficientes entre los hechos y el precepto legal, no motiva de manera eficaz (…), ni siquiera le consta que se haya prestado un servicio de transporte público a título oneroso, y mucho menos acredita que la plataforma ********* sea considerada una Empresa de Red de Transporte.
Ahora bien, debe precisarse que el requisito de motivación de los actos de autoridad en el presente juicio se ven reflejados en el último párrafo del artículo 122 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado; situación que el inspector no logra efectuar, pues no correlaciona de manera detallada y especifica los pormenores que dan origen a un supuesto agravio de la Ley de Transporte Público (…).”

“CUARTO.- La elaboración del acta de retiro no permisionario / no concesionario con folio ********* del ********* realizada por el inspector de la SCT (…) me causa un agravio en la tutela de los derechos establecidos en el (sic) 14 y 16 constitucionales, así como en los preceptos enmarcados en (sic) artículo(sic) 164 y 165 fracción(sic) I y II del código procesal administrativo del estado de san Luis Potosí(sic), toda vez que de la declaración del inspector en el acta no se desprende una motivación eficaz que corrobore que el suscrito trabaja para una empresa de redes de transporte, y mucho menos correlaciona de manera adecuada la motivación que da origen a la sanción impuesta (…).

…

Además, de un silogismo jurídico se desprende la necesidad de precisar en el acta de retiro (…), las condiciones de tiempo, modo y lugar que acrediten la infracción de la norma, consistente en prestar un servicio de empresa o para empresa de redes de transporte sin el debido registro (…).
En ese tenor de ideas, la autoridad encargada de establecer la sanción recurrida con folio ********* se encuentra ante la falta de los elementos del acto administrativo establecidos en el artículo 164 fracciones V y VI (sic), pues media error de hecho y derecho sobre el objeto, causa y motivo del acto, toda vez que no existe adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, en el caso en concreto no se configura la hipótesis normativas a las que hace alusión la infracción (…).”

Por su parte, las autoridades demandadas al formular su contestación de demanda, sostienen la legalidad y validez del acto impugnado.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los argumentos expuestos por la parte actora son sustancialmente fundados y suficientes para provocar la nulidad del acto impugnado, en atención a las siguientes consideraciones:

Cabe precisar que la actora manifestó desconocer la resolución que determinó el pago con número de folio ********* ante la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; carga procesal que atendió la autoridad enjuiciada al contestar la demanda, en virtud de que exhibió copia certificada del acuerdo de *********, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, mediante el cual determinó aplicar como sanción a la parte actora, el equivalente a ********* veces la Unidad de Medida y Actualización vigente, mismo que obra agregado en autos a folio 057 y al cual se le confiere valor probatorio pleno en términos de los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho.

Así las cosas, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales.

El criterio anterior encuentra sustento en la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18, del tenor siguiente: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

En efecto, los actos administrativos deben estar fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas; principios fundamentales que se encuentran consagrados en el ámbito de legalidad en el artículo 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Una vez puntualizado lo anterior, en el caso que nos ocupa al remitirnos al contenido del “Acta Retiro de Vehículo No Concesionario / No Permisionario” con número de folio ********* de fecha *********, la cual se encuentra agregada a folios 050 y 051 del expediente en que se actúa y a la que se le concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público; se puede advertir que la inspectora plasmó como motivación de la infracción, lo siguiente: 

“Al realizar funciones de inspección y vigilancia sobre (…) frente a la Terminal Terrestre Potosina un auto particular tipo ********* hace alto bajándose una persona del asiento trasero por lo que me acerco a entrevistar previa identificación como inspector (…). Procedo a entrevistar al conductor quien manifiesta de viva voz pertenecer a la Plataforma ********* mostrando viaje realizado y terminado. Le solicito documentos que muestre para validar información y acreditar su persona (…). Al validar dicha información en nuestro sistema, me percato que la unidad no cuenta con registro o permiso alguno para otorgar el servicio de transporte a título oneroso contraviniendo de esta forma le Ley de Transporte Público vigente en el Estado de San Luis Potosí. (…).
De acuerdo a los hechos anteriormente descritos, se le informa al C. ********* que se encuentra infringiendo lo dispuesto en por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público vigente en el estado (…).
…
INSPECTOR

*********.”
(Énfasis añadido)

De la reproducción de la parte correspondiente del acta combatida, se desprende que la inspectora actuante, señala algunos datos con los que pretendió establecer los hechos que dieron lugar a la infracción, como lo es que el referido auto particular hizo alto enfrente de la Terminal Terrestre Potosina, bajándose una persona del asiento trasero y que el conductor manifestó “pertenecer a la Plataforma UBER mostrando viaje realizado y terminado”, asimismo que al validar la información proporcionada por el conductor (licencia y tarjeta de circulación) en el “sistema”, se percató que la referida unidad no contaba con registro o permiso alguno para otorgar el servicio de transporte a título oneroso; lo que contravino los preceptos ahí citados.
Asimismo, los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, que alude la autoridad transgredidos con base en los citados hechos circunstanciados, establecen:
“ARTÍCULO 30. Los propietarios o conductores de vehículos particulares no podrán por sí o por conducto de terceros, directa o indirectamente prestar servicio de transporte a terceros a título oneroso en contravención a esta Ley o a las disposiciones de carácter general aplicables.”
“ARTÍCULO 32. Para efectos de esta Ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga, exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedidos por las autoridades 
competentes, en los términos que en la misma se señalan.”
De cuyo contenido, se advierte la prohibición para los propietarios o conductores de vehículos particulares, para prestar servicio de transporte a terceros a título oneroso en contravención a dicha Ley; asimismo, que el servicio público de transporte de pasajeros o de carga, será exclusivamente realizado por las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedidos por autoridades competentes.

Asimismo, los artículos 109, fracción I de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí y 126 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, que autorizan el retiro de los vehículos de la circulación y la remisión de los mismos a los lugares autorizados para tal efecto, disponen:

“ARTICULO 109. Son causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la Secretaría, las siguientes:

I. Ofrecer o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso;

(…)”
“ARTICULO 126. Los vehículos que sean retirados de la circulación por cualquiera de las causas enumeradas en el artículo 109 de la Ley, se depositarán en los lugares autorizados que se dispongan para ese fin por la Secretaría, en la inteligencia de que los gastos derivados de estas acciones y demás adeudos serán cubiertos íntegramente por los prestadores del servicio, los cuales adquirirán el carácter de crédito fiscal.”
De los preceptos transcritos, se advierte que son causas de retiro de vehículos de la circulación, para su depósito en los lugares autorizados por la Secretaría, entre otras, que se ofrezca o preste el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso correspondiente.

Sin embargo, a consideración de esta Sala Unitaria, tales señalamientos expuestos en el acto a debate, resultan insuficientes para corroborar que efectivamente como alude la inspectora, el citado conductor otorgó “un servicio de transporte a título oneroso” y para tal efecto, debía contar con “registro o permiso” correspondiente, como se colige de los preceptos antes citados, pues como bien señala la impetrante, no existen datos suficientes para determinar tal circunstancia, como puede ser, el nombre de la persona quien solicitó el presunto viaje y el medio por el cual lo hizo, el origen y el destino del mismo, así como la forma de pago o la cantidad correspondiente; para deducir cuando menos con cierto grado de certeza, el manifestado servicio a título oneroso sin permiso correspondiente.
Razón por la cual, si bien la autoridad asentó en la parte superior del acto de mérito, las circunstancias de tiempo y lugar en que se encontró al vehículo; la motivación resulta insuficiente, porque no permite conocer las circunstancias de hecho (modo) que permitan encuadrar debidamente las conductas respecto de las normas que citó.
Sin que obste a lo anterior, el conductor haya señalado que pertenece a la “Plataforma UBER mostrando viaje realizado y terminado”, pues ello no presupone de facto que la actividad desempeñada en ese momento fuera ilegal, pues para ello se debió circunstanciar datos en concreto respecto al supuesto servicio de transporte, para establecer cuando menos que la manifestada persona que se bajó del asiento trasero del vehículo de mérito, se trataba de una persona ajena al conductor (tercero) y que por el supuesto servicio de transporte, se realizó un cobro en particular (a título oneroso); lo cual no sucedió. 
En resumen, la autoridad demandada señaló insuficientemente las circunstancias especiales, razones particulares y causas inmediatas que tuvo en consideración para determinar que el conductor del vehículo incurrió en las conductas infractoras que le imputó, así como tampoco expresó de qué elementos objetivos e idóneos se valió para ello; de tal forma que la motivación asentada en la multicitada acta infractora con número de folio *********de fecha *********, no permite crear una convicción plena acerca de la comisión de las conductas infractoras.

Debe concluirse por tanto, que en el acta combatida no hubo una debida adecuación entre los motivos aducidos y aquellos que resultaban conducentes a brindar certeza en el particular –cuestión a la que se encuentra constreñida la autoridad, por mandato leal y constitucional–.
En efecto, pues para que pueda subsistir la presunción de legalidad de la que se encuentran investidos los actos administrativos, resulta necesario que la autoridad sujete su actuar a las formalidades contenidas en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 16 de la Constitución Federal. En este caso, significa que la autoridad debió exponer las circunstancias mínimas que explicaran cómo fue que el referido conductor, cometió las conductas que se le imputaron, lo cual, como ya se ha dicho, no ocurrió.

De esta manera, le asiste razón a la demandante en cuanto a las imprecisiones de que se duele, puesto que tratándose de la motivación de los documentos en que se haga constar la comisión de una infracción en materia de transporte, el documento en que se asiente debe contener una relatoría suficiente de hechos que permitan conocer las razones conforme a las cuales detectó la comisión de una infracción, lo cual en la especie no aconteció.
De ahí que sea claro que la parte demandada omitió hacer una narración pormenorizada de hechos que logre justificar la emisión de la multicitada acta donde se hace constar la infracción controvertida y en la que además, determinó el retiro de la circulación del vehículo propiedad de la hoy actora, asimismo la remisión del mismo para la guardia y custodia a una pensión a cargo de un tercero y, consecuentemente, al no satisfacer el requisito de motivación que exige la fracción V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 16 de la Constitución Federal, resulta ilegal.

En ese sentido, cobra aplicación lo dispuesto en la tesis IX.2o.23 A, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 177576

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: IX.2o.23 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Agosto de 2005, página 1946

Tipo: Aislada

“MOTIVACIÓN DEL ACTO RECLAMADO A UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. PARA TENERLA POR SATISFECHA, NO BASTA EXPONER CUALQUIER CAUSA EN QUE SE APOYE, SINO QUE DEBE EXPRESARSE EL RAZONAMIENTO POR EL QUE SE CONCLUYE QUE SE AJUSTA A DETERMINADOS PRECEPTOS LEGALES. A fin de cumplir con la motivación a que se refiere el artículo 16 constitucional, no basta con exponer cualquier móvil o causa en que se apoye el acto de molestia, sino que es necesario que la autoridad exprese el razonamiento, contenido en el texto mismo del documento que contenga el mandamiento respectivo, según el cual quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto al cual se dirige se ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos legales; es decir, motivar un acto es externar las consideraciones relativas a las circunstancias de hecho que formula la autoridad para establecer la adecuación del caso concreto a la hipótesis legal. Luego entonces, cuando la autoridad administrativa responsable no razona en el acto reclamado cómo es que pudiera adecuarse a una determinada norma jurídica el hecho por el cual requiere al quejoso para que realice una conducta específica; resulta evidente que dicha autoridad no expuso la motivación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Con base en lo anteriormente expuesto, se determina que el “Acta Retiro de Vehículo No Concesionario / No Permisionario” con número de folio *********de*********fecha*********, contraviene el elemento de validez que exige la fracción V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 16 de la Constitución Federal, por las razones especificadas en este apartado.

En ese orden de ideas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD del acto combatido, consistente en el “Acta Retiro de Vehículo No Concesionario / No Permisionario”, con número de folio *********de*********, por lo que se deja sin efecto jurídico alguno, puesto que ha quedado demostrado en el presente juicio, fue emitido sin la debida motivación que le corresponde a los actos de autoridad, en consecuencia, se actualizó la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del propio Código.

En vía de consecuencia, resulta ilegal la imposición de la sanción establecida en el acuerdo de *********, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado –visible en autos a folio 057-, ya que el acto que le dio origen, consistente en la multicitada Acta Retiro de Vehículo no Concesionario / no Permisionario, con número de folio *********, se encuentra viciada de ilegalidad, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de ella sean tachadas de ilegales.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, contenida en el acuerdo de *********, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, mediante el cual determinó aplicar como sanción a la parte actora, el equivalente a ********* veces la Unidad de Medida y Actualización vigente, al actualizarse la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250 del propio Código.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de esta sentencia.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

En otro aspecto a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y toda vez que se encuentra acreditado que la hoy actora *********, el 09 de septiembre de 2020, realizó el pago de la sanción derivada de la actuación declarada ilegal, ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con el recibo con número folio *********, del cual obra una reproducción a folio 059 del expediente en que se actúa, erogación que, en virtud de la ilegalidad decretada se considera que la parte actora no estaba obligada a resentir; en consecuencia, se ordena a la autoridad demandada (Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado), para que por conducto de quien corresponda, proceda a realizar todas las gestiones necesarias para reintegrar a la C. *********, la cantidad total de $********* (********* PESOS 00/100 M.N.), sin soslayar que la cantidad a devolver correspondiente, deberá actualizarse en los términos del artículo 9° del Código Fiscal del Estado, así como de conformidad con lo dispuesto en el artículo 253 del citado Código Procesal, el cumplimiento de las sentencias es de orden público e interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, aunque no hayan tenido el carácter de demandadas en el juicio, estarán obligadas a su cumplimiento, tal como es el caso, de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien recibió el pago de la sanción derivada de la actuación declarada ilegal.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracciones II y IV, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, contenida en el acuerdo de *********, referida en el Resultando I. y precisada en el Considerando Sexto, por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y para los efectos precisados en la última parte de esta resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y al Tercero Interesado, así como por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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